
Chil l n,  ocho de junio de dos mil  veint id s .á ó

Vistos :

1°.- Que comparece el abogado don V ctor Hugo Moreno Toledo, ení  

representaci n de don Jorge Arg ello Garz n, m dico cirujano, quien ejerceó ü ó é  

acci n constitucional de protecci n en contra de Fondo Nacional de Salud,ó ó  

representado legalmente  por  su director,  quien a  esta  fecha  no ha sido 

nombrado por la  nueva administraci n,  y contra el  Ministerio  de Saludó  

representado  legalmente  por  su  Ministra  de  Salud,  Dra.  Mar a  Vego aí ñ  

Yarza S ez, o por quien los reemplace o subrogue legalmente en el cargo. á

Para fundar su acci n, refiere que su representado, en su calidad deó  

m dico, fue inculpado en investigaci n ordenada instruir en virtud de Oficioé ó  

Ordinario 5S N  22054/2020, de fecha 06 de agosto de 2020, emanado delº  

departamento de contralor a, direcci n zonal centro sur de FONASA. Ení ó  

dicho  procedimiento  su  representado  siempre  respetando  la  tramitaci nó  

administrativa,  manifest  desde  sus  descargos,  que  jam s  fue  emplazadoó á  

v lidamente, ya que los requerimientos de FONASA fueron remitidos a uná  

correo  electr nico  y  no  de  forma  personal.  No  obstante  aquello,  suó  

representado  es  sancionado  por  medio  de  resoluci n  exenta  5Só  

N 3820/2021, firmada por don Carlos Jos  Ainsa Abatte, Director Zonalº é  

del Fondo Nacional de Salud, de fecha 30/04/2021. Frente a dicha sanci nó  

su  representado  deduce  reclamaci n  ante  el  Ministerio  de  Salud.ó  

Reclamaci n que es rechazada por medio de resoluci n exenta N  462, deó ó º  

fecha 30 de marzo de 2022, remitida a su correo electr nico con la mismaó  

solicitando expresamente FAVOR ACUSAR DE RECIBO .“ ”

Agrega que, debe indicar, en relaci n con lo anterior, que todas lasó  

actuaciones  del  procedimiento  de  fiscalizaci n  de  FONASA,  salvoó  

formulaci n  de cargos,  le  fueron notificadas  por  correo electr nico a suó ó  

representado,  los  cuales  el  servidor  Yahoo  por  razones  t cnicas  queé  

desconoce, envi  a Spam. Al respecto, sostiene que dichos requerimientosó  

jam s  debieron efectuarse  mediante  notificaci n  a correo electr nico,  siná ó ó  
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verificar que efectivamente el  afectado,  en este caso su representado,  los 

hubiera  recibido  correctamente.  As  las  cosas,  todo  procedimientoí  

administrativo que implique la posibilidad de sancionar a un administrado 

debe ser notificado personalmente, al domicilio o bien por carta certificada, 

por  lo  que  a  su  juicio,  en  el  presente  caso,  se  vulner  la  garant aó í  

constitucional  del  debido  proceso,  al  existir  una  evidente  falta  de 

emplazamiento  legal  a  la  persona  de  su  representado,  que  ninguna 

normativa infraconstitucional y legal puede vulnerar. Su representado fue 

privado del derecho a defenderse y aportar antecedentes, ya que los cargos 

formulados en el procedimiento, se han basado justamente en informaci nó  

que no aporto debiendo hacerlo, sin considerar que nunca fue informado 

debida y legalmente de dichos requerimientos, puesto que fueron notificados 

por correo electr nico -sin jam s verificar que los haya recibido-, siendo queó á  

debieron ser notificados personalmente, al domicilio o por carta certificada, 

ello  de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  la  Ley  19.880,  capitulo  III 

Publicidad  y  ejecutividad  de  los  actos  administrativos ,  p rrafo  1“ ” á º 

Notificaci n , art culos 45 y 46. Por otra parte, manifiesta que, al respecto,“ ó ” í  

la  ley  N  21.180  publicada  con  fecha  11  de  noviembre  de  2019,  deº  

transformaci n  digital  del  Estado,  resulta  por  supuesto  inaplicable  a  unó  

procedimiento de esta naturaleza dado lo establecido por la misma ley, y la 

tutela  evidente  que  debe  existir  respecto  de  los  derechos  de  terceros 

interesados. 

El  recurrente  estima  que  de  conformidad  con  los  hechos  antes 

descritos las acciones de la parte recurrida vulneran los derechos y garant así  

consagrados  en  los  n meros  1,  2,  3,  16  y  24  del  art culo  19  de  laú í  

Constituci n Pol tica de la Rep blica, esto es, el derecho a la vida y a laó í ú  

integridad f sica y ps quica, la igualdad ante la ley, el derecho a la salud, elí í  

derecho a no ser juzgado por comisiones especiales, la libertad de trabajo y 

el derecho de propiedad. Incluido tambi n el numeral 26 del mismo art culoé í  
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por afectar  los  derechos  en su esencia,  por  imponer trabas  directas  que 

impiden el libre ejercicio.

Finalmente,  pide  a  esta  Corte  tener  por  interpuesto  Recurso  de 

Protecci n en contra del Fondo Nacional de Salud, y contra el Ministerioó  

de Salud,  se someta a tramitaci n  y,  en definitiva,  se acoja,  declarandoó  

ilegal  y/o  arbitrario  el  proceder  de  la  recurrida,  ordenando:  A.  Que 

restituya el imperio del derecho, por cuanto los vicios advertidos en este 

procedimiento hacen aconsejable declarar la nulidad de todo lo obrado por 

falta  de  emplazamiento  de  su  representado,  decaimiento  del  acto 

administrativo, por inexigibilidad de fichas cl nicas conforme a la ley 20.584,í  

infringiendo  con  ello  la  garant a  constitucional  del  debido  proceso,  suí  

libertad de trabajo, su derecho de propiedad y dem s especificadas, y ená  

espec fico vulnerar el derecho a una debida a defensa, ya que jam s supoí á  

por notificaci n v lida, de los requerimiento practicados por Fonasa y queó á  

fueron determinantes para aplicarle sanciones, refrendadas m s tarde porá  

resoluci n del MINSAL. B. En su defecto, solicita a esta Corte conceder unó  

plazo prudencial para que su representado acompa e todos los antecedentesñ  

solicitados por FONASA y se dejen sin efectos sanciones vigentes. A todo 

evento,  se  adopten  por  esta  Corte,  las  medidas  necesarias  que  estime 

convenientes para restablecer el imperio de los derechos vulnerados. Que se 

condena en costa a la recurrida. 

2°.- Que al informar el presente recurso de protecci n el abogadoó  

don Marcelo Pacheco Olivares, Jefe Subrogante de la Divisi n Jur dica deló í  

Ministerio de Salud, refiere que el recurrente es prestador en Modalidad 

Libre  Elecci n,  en  virtud  de  Convenio  suscrito  con  FONASA,  y  leó  

correspondi  ser  fiscalizado  a  causa  de  denuncias  realizadas  poró  

beneficiarios que declararon que se hab a hecho uso de sus coberturas ení  

atenciones que no hab an recibido de este prestador. Revisada la facturaci ní ó  

se detecta emisi n de BAS a personas fallecidas,  junto a otros hallazgos.ó  

Luego para llevar a buen t rmino la investigaci n se requiere solicitar losé ó  
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registros cl nicos de los beneficiarios titulares. En virtud de las atribucionesí  

legales del Fondo Nacional de Salud se comunic  al prestador en convenio,ó  

en Ordinario 22054 de 6 de agosto 2020 que remitiera registros de historial 

cl nico para 293 beneficiarios, de una muestra que cubre un periodo entreí  

los meses de Diciembre del a o 2019 a Junio del a o 2020. Atendido elñ ñ  

estado de excepci n constitucional a la fecha de la comunicaci n, la alertaó ó  

sanitaria por pandemia COVID-19, y las disposiciones de Contralor a sobreí  

las actuaciones administrativas en tal circunstancia, la solicitud se realiz ,ó  

mediante  remisi n  de  correo  a  la  casilla  electr nica  registrada  en  eló ó  

Convenio MLE, y utilizada para toda la comunicaci n FONASA-prestador.ó  

Sin  perjuicio  de  lo  dicho,  el  prestador  no  compareci  sino  hasta  laó  

formulaci n de los cargos, que consisten en la descripci n de los hechosó ó  

constitutivos de las infracciones, sobre los cuales el recurrente, tampoco en 

su etapa de descargos, entreg  prueba, ni solicit  termino probatorio queó ó  

permitiera desacreditarlos. 

Agrega  que,  respecto  de  la  alegaci n  sobre  supuesta  falta  deó  

emplazamiento, como la alegaci n sobre exceso en el plazo de tramitaci n,ó ó  

cabe  observar  previamente  que  la  supuesta  infracci n,  no  se  encuentraó  

dentro del cat logo de derechos y garant as constitucionales protegida por elá í  

Recurso de Protecci n, conforme se ala el art culo 20 de la Constituci nó ñ í ó  

Pol tica  de  la  Rep blica.  Es  propicio  recordar  que  la  jurisprudencia  haí ú  

sostenido  que,  de  acuerdo  al  texto  del  art culo  20  de  la  Constituci ní ó  

Pol tica,  la  garant a  sobre  debido  proceso,  amparada  por  el  recurso  deí í  

protecci n se refiere nica y exclusivamente a que nadie puede ser juzgadoó ú  

por  comisiones  especiales,  contenida en  el  inciso  4  del  numeral  3  delº °  

art culo 19, protecci n que no se extiende al inciso 5  del mismo art culoí ó º í  

que  es  el  que  hace  referencia  al  debido  proceso  propiamente  tal,  al 

establecer que toda sentencia de un rgano que ejerza jurisdicci n debe“ ó ó  

fundarse  en  un  proceso  previo  legalmente  tramitado ,  se alando  acto” ñ  

seguido que corresponder  al legislador establecer siempre las garant as de“ á í  
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un  procedimiento  y  una  investigaci n  racionales  y  justos .  La  materiaó ”  

alegada  por  la  recurrente  es  de  competencia  del  Recurso  Contencioso 

Administrativo,  establecido  por  el  art culo  143  del  DFL  1/2006  delí  

Ministerio  de Salud,  que comprende ese mbito de conocimiento,  raz ná ó  

suficiente para que sea desestimada la v a de una Acci n Constitucional deí ó  

Protecci n,  para  la  tramitaci n  de  dichas  cuestiones.  Considera  queó ó  

lamentablemente, se escoge este camino procesal invocando garant as fueraí  

de  la  competencia  de  la  acci n  de  protecci n,  por  cuanto  el  Recursoó ó  

Contencioso Administrativo es de nica instancia, preservando una eventualú  

segunda instancia, v a apelaci n ante la Excelent sima Corte Suprema. Ení ó í  

concepto  del  informante,  las  alegaciones  que  encabezan  la  presentaci nó  

debieron declararse inadmisibles de ser tramitadas en el presente recurso de 

protecci n.ó

Se ala  que,  la  solicitud  de  antecedentes  y  suspensi n  transitoria-ñ ó  

fueron despachadas al correo electr nico registrado por el prestador en suó  

Convenio de MLE drjarguello@yahoo.com. Como puede apreciarse, entre 

la  fecha  de  solicitud  de  antecedentes  y  la  Suspensi n  Provisoria,ó  

transcurrieron  dos  semanas,  y  si  fuese  efectivo  que,  por  alguna  raz nó  

inexplicable, injustificada y no probada en esta investigaci n, el prestador noó  

tuvo  conocimiento  de  la  primera  solicitud,  es  imposible  que  haya 

desconocido  la  Suspensi n  del  Convenio,  puesto  que  ello  produce  eló  

inmediato efecto de suspensi n de los pagos de todo el Fondo de Ayudaó  

M dica  facturado,  pendiente  de  ser  enterado  al  prestador.  El  presenteé  

informe pasa a fundamentar la improbabilidad sobre que el despacho de 

correos desde el dominio FONASA.GOV.CL, o FONASA.CL, haya sido 

rechazado  y reclasificado  como SPAM por  la  casilla  del  prestador,  esto 

porque  existe  una  comunicaci n  permanente  entre  FONASA  y  losó  

prestadores  desde estos  dominios.  Cada vez  que es  emitido  un valevista 

electr nico inform ndole que se encuentra disponible su pago de Fondo deó á  

Ayuda M dica,  se  le  env a  una notificaci n  desde  los  mismos  dominiosé í ó  
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FONASA.GOV.CL y/o  FONASA.CL,  de  modo  que la  defensa,  estar aí  

sugiriendo una argumentaci n t cnicamente inviable, esto es, que la casillaó é  

electr nica del prestador, discrimin  entre correos frecuentes, provenientesó ó  

de un mismo dominio y servidor, en funci n del texto que contiene, esto es,ó  

acepta los correos que anuncian un pago de dinero, y rechaza clasificando 

como spam un correo que solicita antecedes para una fiscalizaci n. Dada laó  

alta frecuencia de las comunicaciones, y que el dominio de FONASA, y sus 

servidores  mantienen  una  seguridad  acreditable,  con  el  fin  de  permitir 

transacciones  de  interoperabilidad,  el  Ministerio  informa  que  tal 

discriminaci n de comunicaciones provenientes de un dominio y servidoró  

seguro es una circunstancia t cnicamente improbable, ello, sin perjuicio queé  

la  afirmaci n  de  la  defensa  no  pasa  de  ser  aquello,  sin  que  se  hayaó  

intentado  al  menos  demostrar  en  el  curso de  la  investigaci n,  medianteó  

alg n informe t cnico inform tico, u otro medio de prueba id neo comoú é á ó  

habr a  ocurrido.  Manifiesta  que  la  Administraci n  ha actuado en todoí ó  

momento conforme a lo preceptuado conforme a la Ley 19.880, Dictamen 

3610/2020 y en el marco que posibilit  el periodo en estado de excepci nó ó  

constitucional. Y este fue el r gimen imperante para todos los prestadoresé  

MLE que recibieron fiscalizaci n, por ello, finalmente, pide que esta Corte,ó  

se sirva  tener por evacuado el informe requerido al Ministerio de Salud en 

estos autos, y con el m rito de lo expuesto y lo ventilado en el expedienteé  

relativo  al  proceso  de  fiscalizaci n  del  prestador  y  recurrente  yaó  

individualizado,  solicita  se  rechace  en  todas  sus  partes  la  reclamaci nó  

judicial interpuesta. 

3 .- Que informando, el abogado don Alejandro Venegas Ramis, por°  

el Fondo Nacional de Salud (FONASA), refiere que el presente recurso de 

protecci n es extempor neo respecto de su representada, ello por cuanto eló á  

acto arbitrario que respecto de Fonasa se se ala en el recurso, es, tal comoñ  

se ala el propio recurrente, la Resoluci n 5S N 3820/2021, firmada porñ ó º  

don Carlos Jos  Ainsa Abatte, Director Zonal, Fondo Nacional de Salud, deé  
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fecha 30/04/2021, es decir, una resoluci n que a la fecha de interpuesto eló  

recurso ha transcurrido casi un a o de dictada, resoluci n que si bien esñ ó  

cierto fue reclamada ante el Sr. Ministro de Salud en adelante Minsal, tal 

hecho  no  hace  revivir  respecto  de  Fonasa  el  plazo  para  recurrir  de 

protecci n, m s a n si en el recurso resuelto por el Minsal no era Fonasa eló á ú  

emplazado.  Es  evidente  que  el  recurrente  se  ampara  para  recurrir  de 

protecci n en la fecha de la resoluci n del Minsal, pero como se dijo, no esó ó  

la  que  corresponde  al  acto  emanado  de  Fonasa  que  en  su  momento 

sancion  al recurrente y que ahora se estima arbitrario e ilegal, si no que enó  

un acto administrativo posterior emanado de otra autoridad. As  las cosas, elí  

plazo  para  recurrir  en  contra  de  Fonasa  ya  hab a  expirado  con  crecesí  

considerando que este es de 30 d as contado desde que el recurrente tuvoí  

conocimiento de la resoluci n de Fonasa que le aplic  la sanci n que ahoraó ó ó  

se pretende desvirtuar.

Agrega  que,  sin  perjuicio  de  la  extemporaneidad  del  recurso  de 

protecci n, ya alegada, considera que este tambi n debe ser rechazado todaó é  

vez  que sta  no es  la  sede  natural  e  id nea  para  dar  resoluci n  a  lasé ó ó  

peticiones planteadas por el recurrente, las que se encuentran sometidas a 

un  procedimiento  de  car cter  especial  contemplado  y  reglado  en  laá  

normativa vigente. De acuerdo a lo establecido en el art culo 143 del DFLí  

N  1, de Salud, de 2005, existe un procedimiento especialmente establecido°  

para que los prestadores que habiendo suscrito convenio, son sancionados 

por  Fonasa  por  infringir  las  normas  sobre  la  Modalidad  libre  Elecci n,ó  

puedan reclamar, incluso ante la respectiva Corte de Apelaciones, de dichas 

sanciones. Por lo mismo, esta v a extraordinaria s lo est  siendo usada comoí ó á  

un sustituto procesal desvirtu ndose por lo mismo, su naturaleza, y as  haá í  

sido reiteradamente resuelto por nuestros tribunales superiores de justicia, 

por otra parte, el recurrente ya hizo uso del procedimiento establecido por 

la ley para reclamar de las sanciones aplicadas por FONASA. 
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Se ala que no es efectivo lo afirmado por el recurrente en cuanto añ  

que el Fondo Nacional de Salud haya actuado en forma arbitraria o haya 

incurrido  en  actuaci n  ilegal,  ya  que  no  ha  privado  al  recurrente  deó  

ninguna de las garant as constitucionales que este se ala, ni ha infringidoí ñ  

ninguna otra disposici n legal o reglamentaria. Alega el recurrente que seó  

han  perturbado  o  amenazado  a  su  respecto,  casi  todas  las  garant así  

constitucionales  establecidas  en  el  art culo  19  de  la  Constituci n.  Alí ó  

respecto,   las  fiscalizaciones  instruidas  por  Fonasa  a  sus  prestadores  por 

infracci n  a  las  normas  que  regulan  la  denominada  Modalidad  libreó  

Elecci n, est n amparadas en la facultad que le entrega el art culo 143 deló á í  

DFL N  1, de Salud, de 2005, al cual ya se hizo referencia en el punto°  

relativo a uso del recurso de protecci n como sustituto procesal, norma queó  

fue  transcrita  por  lo  cual  me  remito  a  ese  punto  en  esta  parte  y  las 

facultades para acceder a ellas est n ya relatadas siendo deber de Fonasaá  

mantener en reserva toda la informaci n de sus beneficiarios y por cierto deó  

los denominados datos sensibles, por lo que est  impedida de hacer un usoá  

distinto de ellos a los que se ala la ley, por lo mismo no se advierte comoñ  

pudiera,  la  solicitud  de  las  fichas  cl nicas,  ni  el  procedimiento  deí  

fiscalizaci n realizado en el que su pudieran constatar las irregularidadesó  

cometidas, atentar contra esta garant a y menos si se entiende que ello es ení  

relaci n al propio recurrente.ó

Finalmente  pide  a  esta  Corte,  tener  por  evacuado  el  informe 

solicitado, rechazando en todas sus partes el recurso de protecci n intentadoó  

en contra del Fondo Nacional de Salud (FONASA), por no configurarse en 

la especie una acci n u omisi n arbitraria o ilegal por parte de ste en losó ó é  

t rminos que se alegan; determinando una expresa condena en costas.é

4°.-  Que,  para  analizar  el  asunto  planteado  por  la  presente  v a,í  

resulta  conveniente consignar que el  recurso de Protecci n de Garant asó í  

Constitucionales, establecido en el art culo 20 de la Constituci n Pol tica deí ó í  

la Rep blica, constituye jur dicamente una acci n, destinada a amparar elú í ó  
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leg timo ejercicio de las garant as y derechos preexistentes que en esa mismaí í  

disposici n se enumeran, mediante la adopci n de medidas de resguardoó ó  

que se deben tomar ante un acto u omisi n arbitrario o ilegal que priva, oó  

amenace ese atributo.

5°.-  Que, es requisito indispensable  de la acci n de protecci n,  laó ó  

existencia  de  un  acto  u  omisi n  ilegal,  esto  es,  contrario  a  la  ley,  oó  

arbitrario,  producto  del  mero  capricho  de  qui n  incurre  en  l,  y  queé é  

provoque algunas de las situaciones o efectos que se han indicado, afectando 

a una o m s de las garant as -preexistentes- protegidas, consideraci n queá í ó  

resulta b sica para el examen y la decisi n de cualquier recurso como el queá ó  

se ha interpuesto.

6 .-  ° Que, cabe reflexionar, a la luz de lo reci n expuesto, que estaé  

acci n de cautela de derechos constitucionales constituye una v a destinadaó í  

a  dar  protecci n  respecto  de  garant as  cuya  existencia  se  encuentreó í  

indubitada.

7 .-  ° Que,  en  el  presente  caso,  el  recurso  se  fundamenta  en la 

circunstancia de que el recurrente, en su calidad de m dico, fue inculpadoé  

en una investigaci n ordenada instruir en virtud del Oficio Ordinario 5S Nó º 

22054/2020,  de  6  de  agosto  de  2020,  emanado  del  departamento  de 

contralor a, direcci n zonal centro sur de FONASA, a la que jam s ha sidoí ó á  

emplazado v lidamente, en raz n de que los requerimientos de FONASAá ó  

fueron remitidos por correo electr nico y no de forma personal. Que, noó  

obstante lo dicho, el actor fue sancionado por medio resoluci n exenta 5Só  

N  3820/2021, firmada por don Carlos Jos  Ainsa Abatte, Director Zonalº é  

del Fondo Nacional de Salud, de fecha 30 de abril de 2021. Y frente dicha 

a sanci n el recurrente dedujo reclamaci n ante el Ministerio de Salud, laó ó  

que fue rechazada por medio resoluci n exenta N  462, de 30 de marzo deó º  

2022, remitida a su correo electr nico que indica.ó

Que, por su parte, informando el recurso, el abogado don Marcelo 

Pacheco Olivares, Jefe Subrogante  de la Divisi n Jur dica del Ministerio deó í  
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Salud,  refiri  que el actor es prestador en Modalidad Libre Elecci n enó ó  

virtud  del  convenio  suscrito  con  FONASA,  y  que  le  correspondi  seró  

fiscalizado a causa de denuncias realizadas por beneficiarios que declararon 

que se hab a hecho uso de sus coberturas  en atenciones que no hab aní í  

recibido  de  dicho  prestador.  Y  que  al  revisar  la  facturaci n  se  detectó ó 

emisi n de BAS a personas fallecidas, junto a otros hallazgos. Que en virtudó  

de las  atribuciones legales  del  Fondo Nacional  de Salud se comunic  aló  

prestador del convenio en Ordinario 22054, de 6 de agosto de 2020, que 

remitiera registros de historial cl nico para 293 beneficiarios, de una muestraí  

que cubre un periodo entre los meses de diciembre del a o 2019 a junio delñ  

a o 2020, y que atendido el estado de excepci n constitucional a la fecha deñ ó  

la  comunicaci n,  alerta  sanitaria  por  pandemia,  y  disposiciones  de  laó  

Contralor a  sobre  actuaciones  administrativas  en  tal  circunstancia,  laí  

solicitud se realiz  mediante la remisi n de correo a la casilla electr nicaó ó ó  

registrada  en  el  Convenio  MLE,  y  utilizada  para  toda  la  comunicaci nó  

FONASA-prestador.

De la misma manera, indica que la cuesti n alegada por la recurrenteó  

es de competencia del recurso contencioso administrativo establecido por el 

art culo 143 del DFL 1/2006 del Ministerio de Salud, que comprende eseí  

mbito de conocimiento, raz n suficiente para desestimar la presente acci ná ó ó  

constitucional  de protecci n.  El  recurso contencioso administrativo es  deó  

nica  instancia,  preservando  una  eventual  segunda  instancia  por  v a  deú í  

apelaci n  ante  la  Excelent sima  Corte  Suprema.  Que,  en  concepto  deló í  

informante,  las  alegaciones  que  encabeza  la  presentaci n  debieronó  

declararse  inadmisibles  de  ser  tramitadas  en  el  presente  recurso  de 

protecci n.ó

En otro orden de ideas  manifiesta que la  administraci n  actu  enó ó  

todo  momento  conforme  a  lo  preceptuado  en  la  ley  n mero  19.880,ú  

Dictamen 3610/2020, y en el marco que posibilit  el periodo en estado deó  

excepci n constitucional.  Y este fue el r gimen imperante para todos losó é  

S
D

V
E

Z
X

X
B

H
L



prestadores MLE que recibieron fiscalizaci n. Por ello, pide que esta Corteó  

rechace en todas sus partes la reclamaci n judicial interpuesta.ó

A su turno, e informando, como se dijo, el abogado don Alejandro 

Venegas Ramis por el Fondo Nacional de Salud (FONASA), ha se aladoñ  

que  el  presente  recurso  de  protecci n  es  extempor neo  respecto  de  suó á  

representada, y ello porque el acto arbitrario que respecto de FONASA se 

se ala  en  el  recurso  es,  tal  como  lo  indica  el  propio  recurrente,  lañ  

Resoluci n 5S N  3820/2021, firmada por don Carlos Jos  A nsa Abatte,ó º é í  

Director Zonal del Fondo Nacional de Salud, de fecha 30 de abril de 2021, 

esto  es,  una  resoluci n  que a  la  fecha  de  interposici n  del  recurso,  haó ó  

transcurrido casi un a o de dictada,  resoluci n que si bien es cierto fueñ ó  

reclamada ante el se or Ministro de Salud, en adelante MINSAL, tal hechoñ  

no hace revivir respecto de FONASA el plazo para recurrir de protecci n.ó  

Que es evidente que en este caso el recurrente se ampara para interponer el 

recurso de protecci n en la fecha la resoluci n del MINSAL, pero como seó ó  

dijo no es la que corresponde al acto emanado de FONASA  que en su 

momento sancion  el recurrente y que ahora se estima arbitrario e ilegal.ó

A ade,  adem s,  que,  sin  perjuicio la  extemporaneidad del  recurso,ñ á  

estima que ste tambi n debe ser rechazado por no ser la sede natural eé é  

id nea para la resoluci n a las peticiones planteadas por el recurrente, laó ó  

que  se  encuentra  sometida  a  un  procedimiento  de  car cter  especialá  

contemplado en la normativa vigente, como lo es el previsto en el art culoí  

143 del DFL N  de Salud, de 2005, que establece un procedimiento paraº  

los  prestadores  que,  habiendo  suscrito  convenios,  son  sancionados  por 

FONASA  por  infringir  las  normas  sobre  la  Modalidad  Libre  Elecci n,ó  

pudiendo  reclamar  de  lo  resuelto  incluso  ante  la  respectiva  Corte  de 

Apelaciones de la sanci n aplicada. Que, por lo expuesto, la presente v a seó í  

est  utilizando como sustituto procesal, desvirtu ndose su naturaleza, y as ,á á í  

sostiene,  ha sido reiteradamente resuelto  por los  tribunales  superiores  de 

justicia,  sin  perjuicio,  agrega,  de  que  el  recurrente  ya  hizo  uso  del 
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procedimiento  establecido  por  la  ley  para  reclamar  de  las  sanciones 

aplicadas por FONASA.

En lo dem s, niega los fundamentos del recurso que informa.á

8 .- º Que en lo referente a la excepci n de extemporaneidad deducidaó  

por el Fondo Nacional de Salud, FONASA, se ha de dejar asentado que el 

recurrente en relaci n a la Resoluci n Exenta 5S N  3820/2021 dictada poró ó º  

el Director Zonal del Fondo Nacional de Salud de 30 de abril de 2021, que 

le sancion , reclam  de sta ante el Ministerio de Salud, reclamaci n que leó ó é ó  

fue rechazada a trav s de la Resoluci n Exenta N  462, de 30 de marzo deé ó º  

2022,  la  que  le  fue  remitida  a  su  correo  electr nico  con  igual  data,ó  

solicitando expresamente Favor Acusar Recibo .“ ”

Que,  en consecuencia,  y  tal  como lo ha resuelto  la  Excelent simaí  

Corte Suprema en diversos pronunciamientos, entre otros, en los Roles N s.º  

4605-2012,  5736-2015,  30218-2015,  66-2020,  planteada  una reclamaci nó  

ante la administraci n, se entiende interrumpido el plazo para ejercer laó  

acci n jurisdiccional,  volvi ndose a contar ste desde la fecha en que seó é é  

notifique el acto que lo resuelve o, en su caso, desde que la reclamaci n seó  

entienda  desestimada  por  el  transcurso  del  plazo.  En  la  especie,  y 

habi ndose resuelto la reclamaci n por medio de la Resoluci n Exenta Né ó ó º 

462, de 30 de marzo de 2022, el presente recurso de protecci n deducidoó  

con fecha 14 de abril de 2022,  se encuentra presentado dentro del plazo de 

30 d as corridos y fatales, a partir de la fecha de la resoluci n citada, y porí ó  

igual raz n la excepci n de extemporaneidad deber  ser desestimada.ó ó á

9 .-º  Que en lo referente, ahora, al fondo del recurso, se ha de tener 

presente que en conformidad a lo previsto por el art culo 143 del DFL Ní º 

1/2006, las  prestaciones de salud a los beneficiarios en la modalidad de 

libre elecci n , se encuentran especialmente reguladas por la ley, se alando“ ó ” ñ  

tal  precepto,  en  su  inciso  9 ,  que  º De  las  resoluciones  que  apliquen“  

sanciones de cancelaci n, suspensi n o multa superior a 250 Unidades deó ó  

Fomento el afectado podr  recurrir ante el Ministerio de Salud, dentro delá  
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plazo de 15 d as corridos, contados desde su notificaci n personal o porí ó  

carta certificada. Si la notificaci n se efect a por carta certificada, el plazoó ú  

se alado empezar  a correr desde el tercer d a siguiente al despacho de lañ á í  

carta. El Ministro de Salud resolver  sin forma de juicio, en un lapso noá  

superior a treinta d as corridos, contado desde la fecha de recepci n de laí ó  

reclamaci n. De las resoluciones que dicte el Ministro podr  reclamarse,ó á  

dentro del plazo de 10 d as h biles, contado desde la notificaci n, ante laí á ó  

Corte de Apelaciones correspondiente al domicilio del afectado. La Corte  

resolver  en  nica  instancia  y  conocer  en  cuenta;  debiendo  o rá ú á í  

previamente al  Ministro.  La interposici n del  reclamo no suspender  enó á  

caso alguno la aplicaci n de las sanciones .ó ”

10 .-  º Que, en consecuencia, la legislaci n entrega a los interesadosó  

un procedimiento especial simo para la decisi n de la materia que es objetoí ó  

del  presente  recurso  y  que  el  actor  ha  debido  emplear  como  remedio 

jurisdiccional a su reclamo, contempl ndose en ella, incluso, que la decisi ná ó  

debe  reclamarse  dentro  del  plazo  de  10  d as  h biles  contados  desde  laí á  

notificaci n ante la Corte de Apelaciones correspondiente al domicilio deló  

afectado, la que debe resolver la cuesti n planteada en nica instancia, yó ú  

adem s,  con audiencia del  Ministro, a quien debe o r  previamente a suá í  

decisi n.ó

11 .-º  Que en estas condiciones y existiendo v as expresas para atacarí  

la decisi n que el  actor estima le causa perjuicio, la  que adem s utilizó á ó 

parcialmente, la acci n constitucional intentada no puede prosperar y debeó  

ser desestimada, sin perjuicio de otras acciones que pudieren corresponder 

al  recurrente. As  ha sido resuelto tambi n para situaci n similar por laí é ó  

Excma. Corte Suprema, en sentencia de 29 de agosto de 2019, en Rol Nº 

16.983, de 2019.

Por  estas  consideraciones,  y  atendido,  adem s,  lo  dispuesto  en  elá  

art culo 20  de la Constituci n Pol tica de la Rep blica y Auto Acordado deí ó í ú  

la  Excma.  Corte  Suprema  sobre  tramitaci n  y  fallo  del  recurso  deó  
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protecci n, se ó rechaza,  s in  costas ,  el recurso de protecci n interpuestoó  

por el abogado don V ctor Hugo Moreno Toledo, en representaci n de doní ó  

Jorge  Arg ello  Garz n,  en  contra  del  Fondo  Nacional  de  Salud  y  delü ó  

Ministerio de Salud. 

Notif quese. í

En  su  oportunidad,  dese  cumplimiento  al  numeral  14  del  Auto 

Acordado  de  la  Excma.  Corte  Suprema  sobre  tramitaci n  y  fallo  deló  

Recurso de Protecci n.ó

Reg strese; hecho, arch vese.í í

Redacci n  a  cargo  del  abogado  integrante  don  Ra l  Fuentesó ú  

Sep lveda.-ú

Rol N 1105 2022 PROTECCI N.-° – Ó
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Pronunciado por la Segunda Sala de la Corte de Apelaciones de Chillan integrada por Ministro Presidente Guillermo

Alamiro Arcos S., Ministra Erica Livia Pezoa G. y Abogado Integrante Jose Domingo Raul Fuentes S. Chillan, ocho de

junio de dos mil veintidós.

En Chillan, a ocho de junio de dos mil veintidós, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución precedente.
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